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Exp. 456/2023/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 456/2023/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTORA: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., a once de abril de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del juicio contencioso administrativo número **********, promovido por el C. ********** en su carácter de Representante Legal de la empresa**********, contra actos del ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ; y,
R E S U L T A N D O


I.- A través del escrito presentado ante este Tribunal el veintisiete de abril de dos mil veintitrés, el C. **********en su carácter de representante legal de la empresa actora **********, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, en contra del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), respecto de la emisión de los siguientes actos que se precisan a continuación:

“La ilegal, infundada e inmotivada resolución contenida dentro del oficio numero ********** de fecha 10 de marzo del 2023, respecto al expediente EXP. **********, emitida por el C. Licenciado ********** en su calidad de Director General de INTERAPAS, el C. ********** en su calidad Titular de la Unidad de Proyectos de INTERAPAS y el C. Ing. ********** en su carácter de Delegado del INTERAPAS en Soledad de Graciano Sánchez y por medio de la cual se me niega la APROBACION al proyecto de mi constructora denominado "**********), respecto a la factibilidad para la prestación de los servicios públicos de agua y drenaje que presta el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P, conocido públicamente como INTERAPAS.)”
II.- Mediante proveido de fecha quince de mayo de dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda, ordenándose correr traslado a la autoridad demandada para qué contestara la demanda, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que se encontraran relacionadas.

III.- Mediante proveido de fecha trece de junio de dos mil veintitrés, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora, para los efectos legales que a su derecho correspondían.

Por otra parte, con fundamento en los artículos 69, fracción II y 70, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como admitidas las prueba que ofrecieron las partes.

Por último, se fijaron las doce horas del veintidós de mayo de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- Mediante proveído de fecha quince de junio de dos mil veintitrés, se regularizo el procedimiento para el único efecto de señalar una nueva fecha y hora para la celebración de la audiencia de ley, fijándose la misma a las diez horas del ocho de agosto de dos mil veintitrés.

V.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que fueron formulados únicamente por la parte actora.   

CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y un Organismo Público Intermunicipal, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora se encuentra justificada ya que comparece a juicio el C. **********, en su carácter de Representante Legal de la empresa actora “**********.”, justificando dicha personalidad con la copia certificada del Instrumento Notarial número **********, del Protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta Ciudad, la cual es visible a fojas de la 18 a la 34 de este expediente.

Asimismo respecto del interés jurídico de la accionante, se encuentra acreditado en autos, del propio acto impugnado, el cuál se encuentra dirigido a la empresa actora; documental que obra agregada a fojas 35 y 36 del expediente en que se actúa.
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación, en virtud de que, el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del Lic. **********, en su calidad de Directora Jurídica de ese Organismo; carácter que acreditó con la copia certificada del nombramiento de fecha quince de marzo de dos mil veintitrés, expedido a su favor por el Lic. **********, en su carácter de Director General del citado Organismo, con el que se acreditan las facultades de representación, el cual se localiza en la foja 111 de este expediente, documento al que se le otorga valor probatorio pleno, en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo es la legalidad o ilegalidad de:

“La ilegal, infundada e inmotivada resolución contenida dentro del oficio numero ********** de fecha 10 de marzo del 2023, respecto al expediente EXP. **********, emitida por el C. Licenciado ********** en su calidad de Director General de INTERAPAS, el C. ********** en su calidad Titular de la Unidad de Proyectos de INTERAPAS y el C. Ing. ********** en su carácter de Delegado del INTERAPAS en Soledad de Graciano Sánchez y por medio de la cual se me niega la APROBACION al proyecto de mi constructora denominado "**********), respecto a la factibilidad para la prestación de los servicios públicos de agua y drenaje que presta el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P, conocido públicamente como INTERAPAS.)”
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor, de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practico estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea el actor en su escrito inicial de demanda e localizan a fojas de la 6 a la 15, del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- La parte actora en su escrito inicial de demanda hace valer dos conceptos de impugnación, mismos que se estudian de manera conjunta por estar relacionados entre sí, ya que los mismos están tendientes a controvertir la falta de fundamentación y motivación de la resolución impugnada consistente en el oficio número ********** de fecha diez de marzo de dos mil veintitrés, respecto al expediente **********; en los cuales medularmente manifiesta lo siguiente:

En el primer concepto de impugnación, la parte actora manifiesta que la resolución impugnada adolece de la debida fundamentación y motivación, ya que no cita de forma puntal las disposiciones normativas que facultan al Director General del Interapas, al titular de la Unidad de Proyectos del Interapas y al Delegado del Interapas en Soledad de Graciano Sánchez, para emitir la resolución respectiva, ello en virtud de que solo citan los artículos 79, 92, 100 y 156 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí publicada en el Periódico Oficial del Estado con fecha doce de enero del dos mil seis, y el artículo 28 fracción IX y artículo 40 fracción III del Reglamento Interno del Interapas, de fecha cinco de marzo de dos mil veinte, publicado en el Periódico Oficial del Estado; ello sin señalar cual fracción de los artículos le corresponde a cada uno de ellos.
En el segundo concepto de impugnación, la parte actora manifiesta que se le niega la aprobación al proyecto denominado “**********)” alegando que el “El predio se localiza fuera del área de factibilidad de INTERAPAS”, pero indica que si existe disponibilidad de otorgar los servicios de agua potable y que si existe disponibilidad de otorgar los servicios de drenaje sanitario, pero para dar la factibilidad resulta necesario realizar las obras de infraestructura adicional necesarias para hacer factible la prestación de servicios al predio, tales como: 1.- Fuente de Abastecimiento; 2.- Líneas de Conducción; y, 3.- Obras de almacenamiento y regulación.
Sigue manifestando que dichas obras no tienen razón de ser dado que la responsable al dar la factibilidad a la primera etapa para el desarrollo denominado “********** le impuso a la parte actora diversas medidas entre las cuales se encuentra “AGUA POTABLE”, que “el punto de conexión deberá de conectarse a la red de agua potable existente de 4” de diámetro, que pasa por la calle **********, la que se alimenta del **********, debe de construir la línea de 4”, longitud necesaria hasta la entrada de predio (50 metros aproximadamente)”,  lo cual pone de manifiesto que si existe la factibilidad para dar los servicios que presta el INTERPAS, a el fraccionamiento, puesto que ”********** se ubica dentro del mismo predio, es decir el ubicado en la calle de **********, máxime que se autorizó a la parte actora la factibilidad de la primera etapa.

Por último manifiesta que no indica las causas que toman en cuenta para negar la factibilidad y aprobación al proyecto denominado “**********)”, dado que solo explica de manera muy superficial dicha situación, pero no menciona cuales son las causas por las que llega a la conclusión que arribo en la determinación del oficio impugnado.

En primer término, y con el fin de resolver los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora, se debe de señalar que el acto impugnado se hace consistir en la resolución contenida dentro del oficio número ********** de fecha diez de marzo del dos mil veintitrés respecto al expediente **********, expedido por el INTERAPAS, y en el cual se le niega la aprobación al proyecto denominado “**********)”, respecto a la factibilidad para la prestación de los servicios públicos de agua y drenaje que presta el Interapas; el cual obra a fojas 35 y 36 del expediente en el que se actúa, y que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Motivo de la anterior, esta Segunda Sala Unitaria considera que la materia en esta controversia resulta de naturaleza administrativa, por lo que dicho acto se encuentra regulado por el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tanto debe reunir los lineamientos que debe de contener un acto de autoridad que sea notificado al gobernado, específicamente en lo establecido en su artículo 164, el cual dispone lo siguiente:
ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:
I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;
II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar; 
III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; 
IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana; 
V. Estar fundado y motivado; 
VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y 
VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.
En este sentido se tiene que dicha disposición legal en su fracción V, señala que es obligación de la autoridad el de fundar y motivar los actos administrativos. 

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que en este acto se resuelven, resultan ser fundados, en razón de las siguientes consideraciones. 

Los conceptos de impugnación resultan ser fundados, porque como bien lo refiere el actor, los actos de las autoridades, inclusive los de naturaleza administrativa, deben revestir las características de fundamentación y motivación, pues cuando el artículo 16 Constitucional exige que los actos de autoridad que causen molestia a los particulares deben estar fundados y motivados, sin hacer distinción alguna, por lo que debe estimarse que la garantía constitucional señalada cubre absolutamente todos esos actos de autoridad. 

En ese sentido y considerando que se entiende por fundamentación la obligación de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y por la motivación, que deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, esto es, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa, debe concluirse por lo que al acto materia de impugnación se refiere, éste carece de la debida fundamentación y motivación que se exige para todo acto de molestia. 

En términos generales, se debe de manifestar que tal y como lo manifiesta la parte actora en su escrito inicial de demanda las autoridades emisoras del acto impugnado no indican de manera suficiente y correcta, los artículos que le otorgan la competencia para emitir el acto impugnado; así mismo no motivan lo señalado en el mismo, circunstancia que se traduce en la ilegalidad manifiesta del acto impugnado al adolecer del ineludible requisito de fundamentación y motivación que todo acto administrativo debe contener; en particular cuando de la simple lectura del mismo, se advierte que la autoridad demandada no señala los artículos que le otorgan competencia para emitir el acto impugnado, así mismo que no indica las causas que tomo en cuenta para negar la factibilidad y aprobación al proyecto denominado “**********)”, dado que ya se habían aprobado la factibilidad y ejecución de la primera etapa del fraccionamiento ubicado en la misma dirección; por lo que dichas omisiones resultan ser suficiente para declarar su ilegalidad por indebida fundamentación y motivación.

En esas circunstancias, es válido estimar que la autoridad no cumplió con los requisitos de motivación exigidos por el  artículo 16 de la Constitución Política Federal y el correspondiente artículo 164, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.   

Apoya lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248,  Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos  sino  en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y  motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

Así las cosas, esta Sala concluye que la resolución determinante número ********** de fecha diez de marzo de dos mil veintitrés, respecto al expediente **********, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que se demostró que carece de la debida fundamentación y motivación, decretándose en consecuencia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, su NULIDAD e INVALIDEZ.

A efecto de restituir al Actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, con fundamento en el artículo  252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve lo siguiente:

Se decreta la ilegalidad de la resolución determinante número ********** de fecha diez de marzo de dos mil veintitrés, respecto al expediente **********, por carecer de una indebida fundamentación y  motivación; ahora bien, y toda vez que la misma se dictó en contestación a una petición de la parte actora, y esta no puede quedar sin resolver, se ordena a la autoridad demandada que vuelva a emitir una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la que subsane lo esgrimido en el presente considerando.
 
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y de los numerales  249, 250 fracción II y IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados, ello por las razones y para los efectos expuestos en el considerando sexto de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante correo electrónico a las autoridades demandadas.


Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
